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Un Estatuto con muchas sombras
Juan Miguel Muñoz y Toni Carrasco (miembros del Sdo. Confederal*)

p or abril de 2005 se
hicieron públicas
las conclusiones de
la comisión nom-
brada para estudiar
las propuestas so-
bre el futuro Estatu-

to Básico del Personal Empleado Pú-
blico. En estos momentos, se cono-
ce un borrador del proyecto de ley
que reunirá, en una sola norma ju-
rídica, todas las disposiciones de
rango legal que afectan el régimen
de la Función Pública –Ley de Fun-
cionarios Civiles del Estado, Ley 30/
84 de Medidas para
la Reforma de la
Función Pública,
Ley de Representa-
ción y Negociación
del Personal al
Servicio de las Ad-
m in i s t r a c i ones
Públicas…– am-
pliando su ámbito
al conjunto del
personal empleado
público, sea fun-
cionario o laboral.

Curiosamente,
no incluye conte-
nidos sobre incom-
p a t i b i l i d a d e s ,
como en principio sugería la comi-
sión que hizo el estudio, razón por
la cual la ley de incompatibilidades
no se integraría y seguiría vigente
con la incorporación de alguna leve
variación. El texto del Estatuto es
de gran importancia, pues enmarca-
rá el modelo de ocupación pública,
las condiciones de trabajo de todo
el personal empleado público, los
derechos y deberes e, implícitamen-
te, el modelo de administraciones
públicas. El borrador estatutario se
fundamenta fielmente en las con-
clusiones de la comisión. De hecho,
hay multitud de párrafos que son
una copia literal del informe men-
cionado.

Aunque no es propiamente una
ley de mínimos, hay algunos pun-
tos que no se consideran ahora pero
que estaban regulados en algunas
de las leyes que sustituye. En prin-
cipio, esa regulación se reserva para
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futuras leyes autonómicas y de ré-
gimen local, y para legislación es-
pecífica del personal de la Adminis-
tración general del Estado y para los
estatutos específicos del personal
sanitario o docente, entre otros.

El Estatuto no menciona asun-
tos regulados por la legislación que
reemplaza, como, por ejemplo, la jor-
nada, los permisos o las licencias.
Tampoco se refiere al número y a los
ámbitos de los órganos de represen-
tación, que sí que recoge la actual
Ley 9/87. Igualmente, no define ni
los cuerpos ni las escalas, temas que

se trasladan a las distintas adminis-
traciones. No tiene en cuenta –y ha-
ría falta que lo hiciera– aspectos como
salud laboral, derechos sociales, con-
ciliación de la vida personal familiar
y laboral (relacionada con jornada,
permisos...). Para el personal labo-
ral se hace referencia continuamen-
te a los respectivos convenios colec-
tivos. Asimismo, especifica, para el
personal funcionario, las tareas que
les corresponden en exclusividad, las
cuales no pueden ser objeto de con-
tratación laboral.

Sobrevuela por todo el borrador
la idea de la evaluación del trabajo
–y con ello la retahíla de la calidad,
la eficacia...– unida a las retribucio-
nes o la promoción profesional. El
articulado incluye referencias a las
discriminaciones por género, raza,
orientación sexual y de otro tipo.
Como novedad, también toma en
consideración la violencia de géne-

ro en temas, como, por ejemplo, la
movilidad o las excedencias. Asimis-
mo, incorpora la creación de un nue-
vo tipo de personal, el directivo –no
hace falta que sea funcionario– con
unas condiciones de trabajo no re-
gidas por la negociación colectiva y
evaluado con criterios de producti-
vidad. Sobre el acceso a la condición
de empleado público, no hace ape-
nas ninguna referencia a los méri-
tos por experiencia.

Elimina el grupo E, por lo tanto,
habrá cuatro subgrupos de clasifica-
ción para el personal funcionario, se-

gún la titulación
requerida. Esto no
debe servir para la
privatización de los
puestos de trabajo
relacionados con
este grupo E, como
las tareas de lim-
pieza, lavandería,
vigilancia o mante-
nimiento. Las pa-
gas extraordina-
rias, las fija con las
retribuciones bási-
cas y las comple-
mentarias, excepto
las ligadas a la eva-
luación.

En cuanto a la negociación colec-
tiva, adopta lo que se prevé en la mo-
dificación de la Ley 9/87: Mesa Ge-
neral de las administraciones públi-
cas y desaparición de la irradiación
de los resultados electorales de un
ámbito a otro en las administracio-
nes. No fija el número de juntas de
personal que ha de haber por cada
ámbito. Desaparecen como objeto
obligatorio de negociación las ofer-
tas de ocupación y los procedimien-
tos de acceso. También hay artícu-
los que apelan a un código de con-
ducta, con unos principios éticos para
el personal empleado público, ade-
más del régimen disciplinario, tal y
como propuso la comisión.

El texto íntegro del anteproyecto
de Estatuto Básico del Empleado
Público en: www.stes.es
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